El sector publico.
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Los indicadores más significativos del sector público argentino, comparados en nivel internacional, no reflejan sobredimensionamiento. No obstante, la prédica diaria y los organismos internacionales de crédito insisten en la necesidad de reducir el gasto y aliviar la supuestamente muy elevada carga tributaria. Durante el período 1995/99, la relación “gasto/PBI” en jurisdicción nacional fue del 17.2%. Por su parte, el gasto total consolidado de las tres jurisdicciones ascendió en el mismo período al 28.7% 

En cuanto a la denominada “carga” tributaria acumulada de las mismas llegó al 22.0%. Estas relaciones sólo representan aproximadamente la mitad de la correspondiente a los países que integran la Unión Europea y son 25.0% más bajas que las de Estados Unidos y el Brasil.

No obstante, el déficit promedio del sector público nacional fue del 2.2% del PBI y el consolidado en idéntico período ascendió al 2.7%. Esta circunstancia ha sido causa directa- no la única- del incremento operado en la deuda pública, pactada casi en su totalidad, en dólares. El rubro “intereses”, en jurisdicción nacional, pasó de $ 1.890 millones que se erogaron en 1992 a más de $ 12.000 millones en la estimación que corresponde al ejercicio fiscal 2001. Esto significa que, a valores corrientes, se ha multiplicado más de seis veces mientras el “resto” de los demás gastos lo hicieron en un 67.5%. Durante ese lapso la población creció 13.1%; el PBI 31.9% y el índice de precios al consumidor hizo lo propio en 32.3%

La presión “reduccionista”, que postula un mayor repliegue del estado, quitaría un instrumento insustituible para corregir la fuerte concentración de la riqueza -que ha caracterizado la última década del siglo XX-, recuperar la dinámica de crecimiento, restablecer la perdida capacidad de consumo al mercado interno y de replantear el diseño en materia de obras de infraestructura para viabilizar una fuerte expansión del comercio externo, especialmente en la cada vez más importante área de países en la Cuenca del Océano Pacífico, donde nuestro país tiene muy escasa presencia.

Por otra parte, dado que se ha perdido la posibilidad de apelar como en años anteriores al endeudamiento para cubrir desequilibrios de las cuentas públicas; se hace indispensable conciliar la inmediata eliminación del déficit fiscal con los precitados objetivos de mediano y largo plazo.

En consecuencia, se propone:

I) MEDIDAS DE INMEDIATA IMPLEMENTACIÓN.

I.1- Aspectos Tributarios:

1. Desdoblamiento del Impuesto sobre los Bienes Personales (conocido como "a la riqueza") eliminando de la base imponible las participaciones en sociedades para gravarlas en cabeza de las empresas. Se propone eximir a las con patrimonio neto inferior a $ 5.000.000. Generaría un incremento de mil millones en la recaudación.

2. Aplicación de una sobretasa del 20% sobre el total del Impuesto a las Ganancias de todas las empresas que durante cualquiera de los dos últimos ejercicios hayan declarado una renta sujeta a impuesto superior a $ 500.000 y de $ 100.000 en el caso de las personas físicas. Significaría una mayor recaudación de $ 1.800 millones.

3. Tratamiento impositivo diferencial a las ganancias efectivamente reinvertidas por las empresas.

4. Derogación de las exenciones previstas por el artículo 20- inciso h) referido a rentas financieras; incisos p) y w), sobre primas de emisión y diferencias de valor en cuotas de capital, acciones y títulos valores. 

5. Incorporación de los dividendos a los ingresos gravados de las personas físicas.

6. Gravabilidad de todas las ganancias de capital.

7. Incorporación de mínimos no imponibles y cargas de familia que eximan de impuesto a la renta a los perceptores ubicados dentro de los 6 primeros deciles de ingreso. 

8. Inclusión como eventuales contribuyentes del Impuesto a las Ganancias de todos los miembros del Poder Judicial.

9. Prohibición explícita de computar, como justificación de incrementos patrimoniales, los importes de cualquier índole o concepto percibidos por funcionarios públicos para atender gastos derivados del ejercicio de sus respectivos cargos.

10. Reducción drástica del IVA en los artículos esenciales de la canasta familiar

11. Reintroducción de criterios de progresividad en la imposición a consumos específicos prescindibles y/o suntuarios.

12. Intervención y efectivo control en las fuentes  de actividades extractivas para una eficiente fiscalización del cumplimiento de las obligaciones tributarias de las empresas que operan en dichos sectores.

13. En materia aduanera, creación de un cuerpo de alta especialización –  no dependiente ni de la Aduana ni  de la AFIP – para controlar el cumplimiento tributario y de los instrumentos relacionados con la política comercial – aranceles, anti-dumping, etc. – que oportunamente establezca la política de desarrollo nacional.

14. Fiscalización de los precios de transferencia de las empresas multinacionales para permitir una efectiva tributación de las utilidades reales de las mismas.

I.2- Aspectos vinculados al Gasto Público:

1. Implementación  de un plan de  inversión pública orientada hacia la formación de una infraestructura económica para el crecimiento económico y el desarrollo social ( ej. plan de vivienda con fines sociales, redes de transporte, etc.)

2. Eliminación de todos los beneficios existentes debido a la vigencia de jubilaciones de privilegio.

3. Reducción y prohibición futura de mantener cuerpos de asesores permanentes en cada uno de los tres poderes que signifiquen una erogación superior al dos por ciento (2.0%) de las remuneraciones pagadas por las respectivas plantas permanentes.

4. Prohibición para el futuro y baja inmediata de todos los parientes de funcionarios hasta el cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad designados en los últimos tres años.

5. Cese inmediato de la facultad acordada a los legisladores para conceder pensiones graciables.

6. Revisión de todas las jubilaciones y pensiones acordadas durante los dos años anteriores a la fecha en que las Provincias transfirieron sus respectivos regímenes a la jurisdicción nacional.

7. Revisión de todas las jubilaciones y pensiones de beneficiarios menores de 50 años y mayores de 80.

8. Anulación de las reducciones salariales y de jubilaciones que se aplican desde julio del año 2.001.

II) MEDIDAS QUE DEBEN EMPEZAR A ESTUDIARSE A LOS EFECTOS DE APLICARLAS A PARTIR DEL AÑO PRÓXIMO.

II.1- Aspectos Presupuestarios y Administrativos:

1. Implementación de las técnicas de Presupuestos por Programas, Resultados y Base “Cero”.

2. Adjudicación de rango supraministerial- a semejanza de Estados Unidos- al organismo que elabora y coordina la confección y posterior control de gestión del Presupuesto de la Administración Pública Nacional.

3. Recuperación de los organismos de Administración Fiscal que han sido virtualmente desmantelados. Creación de un cuerpo de alta especialización  y calificación – independiente de la AFIP –  para controlar el segmento más importante y concentrado de grandes contribuyentes

4. Implementación de un régimen unificado de control de las empresas privatizadas con participación  de las Universidades y de los usuarios.

5. Elaboración de programas racionales y permanentes de lucha contra la evasión, con especial preferencia, en la franja de receptores ubicados en el decil superior de la distribución del ingreso.

6. Control de gestión -con información pública mensual- sobre la marcha de todos los programas en ejecución.

7. Implementación de un régimen de premios y castigos para funcionarios y personal superior responsables de los respectivos programas y subprogramas.

8. Censo general de personal en las tres jurisdicciones con mecanismos de actualización permanente.

II.2- Aspectos Tributarios:

1. Diseño de una Reforma Integral que comenzará a aplicarse en forma progresiva y que deberá elevar la carga o presión tributaria en jurisdicción nacional al 20.0% del P.B.I. y  con una significativo mayor grado de equidad. Tendrá como fuentes el Impuesto al Valor Agregado (8% del P.B.I); a las Ganancias y sobre Ganancias de Capital (5% del P.B.I); Contribuciones de Seguridad Social (4% del P.B.I); Consumos Específicos y Otros (3% del P.B.I).

2. Dictado de una nueva Ley de Coparticipación Federal que contemple una acción conjunta y coordinada de la Nación, las Provincias y la Capital Federal en su administración y lucha contra la evasión a través del “organismo fiscal federal” previsto por el artículo 75º-inciso 2.-párrafo 6º-de la Constitución Nacional que, a siete años de su reforma,  todavía no ha sido creado.

3. Coordinación de los sistemas a implementarse en las tres jurisdicciones y acción conjunta para combatir la evasión.

II.3- Aspectos Previsionales:

1. Revisión integral del régimen actual.

2. Reinstauración de las contribuciones patronales en todas las actividades correspondientes a empresas productoras de bienes y servicios no transables.

3. Programas conjuntos de control para erradicar el trabajo”no declarado” y la evasión en materia de aportes.

